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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 13 de diciembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Roncoroni, Negri, Hitters, Genoud, Soria, Kogan, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 88.395, "Y.  J. A. contra Municipalidad de Junín. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Junín confirmó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar a la excepción de prescripción deducida por la demandada.


Se interpuso, por parte del demandante, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. Contra la sentencia de la Cámara de Apelación interviniente, que confirmó la de primera instancia, donde se había admitido la excepción de prescripción deducida, el apoderado de la parte actora interpuso el presente recurso, denunciando la violación y/o errónea aplicación de los arts. 16, 17, 18, 512, 519, 902, 903, 904, 907, 953, 1067, 1068, 1069, 1078, 1083, 1109, 1113, 3980, 3986, 4019 y 4037 del Código Civil y  34 inc. 4°, 163, inc. 6°, 272, 375, 384 del Código Procesal Civil y Comercial, como así también de doctrina legal de esta Corte (que cita) y que se ha incurrido en absurdo en la apreciación de la prueba.


Cuestiona el hecho de que la Cámara haya tomado como momento en que se habría producido el levantamiento de los restos el año 1989, cuando ‑en realidad‑ lo que denomina expropiación y el retiro de dichos restos se remonta al año 1995. Agrega que ese año lo único que hizo la Municipalidad fue elaborar un listado de sepulturas que requerían un reacondicionamiento y las publicó en un diario de la localidad de Junín.


Agrega que tomó noticia del aberrante hecho (el retiro de los restos de su padre y el depósito de los mismos en el osario general) en el año 1995, momento en el que formuló el respectivo reclamo administrativo, con el que ‑asegura‑ se interrumpe la prescripción. Destaca, por otra parte, que no hubo notificación personal, ni citación por edictos, ni publicación en el Boletín Oficial, ni se siguió un procedimiento que respetara las garantías debidas. También señala que la Cámara presumió que el actor tuvo conocimiento anterior a la fecha aducida, argumentando que sobre la base de esa errada presunción se lo ha privado de la justa indemnización que se debe por la afectación de un derecho muy caro a la dignidad de la persona.


II. Creo que asiste razón al reclamante, pero el camino para llegar a esta conclusión debe ser remontado desde muy lejos.


a) La demanda fue fundada en disposiciones constitucionales referidas al derecho de propiedad (fs. 38 vta. y 39), en alusiones a las normas relativas al incumplimiento de las obligaciones (fs. 39 vta. y 40) y en lo preceptuado ‑entre otros‑ por los arts. 1067, 1068, 1109, 1112 y 1113 del Código Civil (fs. 46). Mas luego, cuando se apeló la declinación de competencia del juez de primera instancia, se declaró que la reclamación tenía su origen en el acto culpable de la Municipalidad demandada (fs. 50 vta.). Llegada la causa a esta Suprema Corte, con fecha 23 de junio de 1998 se resolvió (puede verse copia a fs. 22/3 del expediente de beneficio de litigar sin gastos acollarado), teniendo en cuenta que la acción se sustenta en la culpa o negligencia que se atribuye a los funcionarios de la comuna, que la materia sometida a juzgamiento es ajena a la competencia contencioso administrativa.


Cuando le fue corrido traslado a la Municipalidad demandada, ésta opuso ‑antes que otras defensas de fondo‑ la excepción de prescripción (ver fs. 78/80), con fundamento en el art. 4037 de la ley de fondo. Al refutar tal excepción (fs. 82) el representante del actor, a pesar de todo cuanto antes había argumentado, desliza que el plazo de la prescripción es el de diez años del art. 4023, siempre del Código Civil. Más tarde, cuando la sentencia de primera instancia hizo lugar a esa excepción ‑por haber transcurrido el lapso de prescripción liberatoria para la responsabilidad extracontractual‑, el demandante varía nuevamente su postura, aduciendo ahora (fs. 283 vta.) que el reclamo resulta imprescriptible.


Estas idas y venidas de la parte demandante, mostrando posturas contradictorias y desconociendo las razones profundas de la resolución de esta Suprema Corte a las que ya hice referencia, generan una primera reflexión. La demanda es la forma en que se pone en ejercicio la acción, y a través de ella se configura el restringido universo dentro del cual entrechocarán las respectivas posturas, se producirá la prueba que las avale y se resolverá por el juez al dictar la sentencia. Ese universo no puede ser constantemente modificado, acomodándolo según las circunstancias y las conveniencias, porque ello implica la violación de elementales deberes de buena fe y de la doctrina elaborada respecto de los actos propios (todo ello traducido en la fórmula venire contra factum propium non valet).


Ahora bien: el reclamo original se halla fundado en la culpa (entendida como negligencia) en que habría incurrido el personal de la Municipalidad, en términos de responsabilidad extracontractual. Atendiendo a ello, entonces, debe quedar establecido que el plazo de la prescripción liberatoria se prolonga por el lapso de dos años (art. 4037 del Código Civil).


b) Sentado lo anterior, conviene realizar algunas precisiones, respecto del punto a partir del cual ese plazo de dos años debe ser contado, de la fuerza interruptiva que pudieran tener ciertos actos (expediente administrativo) llevados a cabo por el actor y de la carga de la prueba de los extremos respectivos.


Por empezar, y según esta Suprema Corte lo ha sostenido reiteradamente, la prescripción de una acción no corre cuando la posibilidad de demandar aún no ha tenido lugar, según el brocárdico actione non natur, non præscribuntur (cf. causas Ac. 64.506, sent. del 10‑XI‑1998; Ac. 78.553, sent. del 12-II-2003; entre otras); en el caso, ello se traduce en que el plazo de la prescripción comienza a contarse desde que el actor tuvo conocimiento cierto del hecho que considera dañoso, quedando por establecer si el curso de tales términos se ha visto interrumpido o suspendido por actos apropiados para ello, realizados por quien se considera acreedor.


Siendo esto así, la parte que oponga la excepción de prescripción deberá demostrar cuál fue el momento en que el actor tomó conocimiento del hecho considerado dañoso, y evidenciar que el plazo respectivo se hallaba vencido cuando promovió el juicio. Sobre el actor recaerá, en cambio, el peso de la prueba de aquellos actos que pudieran considerarse con virtualidad suficiente como para interrumpir o suspender el curso del plazo.


En el presente litigio, la Municipalidad excepcionante asegura que, en virtud de la Ordenanza 2077/84, en caso de advertirse un estado de deterioro o abandono manifiesto de las sepulturas del cementerio local, previa intimación a los interesados, se halla facultada para declarar caduca la concesión y disponer de los restos mortuorios que se hallaren en la fosa en cuestión. Agrega que, habiéndose tomado conocimiento del presunto abandono de la tumba correspondiente al padre del actor, dejó los respectivos avisos de intimación en el lugar de la sepultura y publicó edictos en diarios locales, el último de los cuales corresponde al 5 de marzo de 1989. Y concluye que, ante los resultados negativos de las citaciones, procedió conforme lo preceptuado en aquella ordenanza (ver fs. 78 y 79). Como corolario asume que, entre su legítimo actuar de 1989 y el reclamo del actor, ha transcurrido el lapso de la prescripción (fs. 79).


La notable vaguedad de esta última frase, en un contexto donde se requiere que la definición de los datos relevantes sea ‑sino exacta‑ al menos cierta, nos coloca ante un hecho de importancia a los fines de este juicio: no está dicho, por la interesada, cuándo se provocó el daño (cuándo ocurrió efectivamente el retiro de los restos), aunque sí se halla afirmado cuándo se llevó a cabo el procedimiento previo establecido en la ordenanza. Y, por supuesto, tampoco se dice cuándo llegó a conocimiento de la parte actora.


Acoto inmediatamente que el resto de la prueba no coadyuva para elucidar el momento en que ocurrió tal hecho: ello no surge de la copia de un informe glosado al expediente administrativo 4059‑1699/95 (ver fs. 23), ni se desprende de la absolución de posiciones prestada por el actor (acta de fs. 236). Y tampoco aportan nada las declaraciones testimoniales vertidas a fs. 243 y 244 (cuando memoriosos empleados del cementerio recuerdan que ‑once años antes de la audiencia en que deponen‑ vieron la tumba en cuestión con señales de abandono), ya que en ninguna de ellas se indica cuándo fueron levantados los restos.


En definitiva: por más que tuviéramos por probado que el procedimiento llevado a cabo ha sido el correcto, no se ha acreditado que el daño (esto es, el efectivo retiro de los restos) hubiera ocurrido también en el año 1989 o en algún momento anterior al mes de agosto de 1995 (fecha del reclamo cuya copia obra a fs. 19).


Podría agregarse algo más, como para enervar una posible objeción referida a que se requiere una prueba endiablada: la Municipalidad demandada era quien estaba en mejores condiciones de probar que el levantamiento de los restos ocurrió en un cierto momento determinado, a partir de sus propios registros. Y si no existieran tales registros, aún le quedaba otra forma de prueba: puesto que el lugar de la tumba vaciada fue objeto de una nueva concesión, basta acreditar cuándo ésta había sido celebrada, para inferir que la fecha del hecho (ciertamente descalificable y negligente, como se lo tipifica en la sentencia recurrida) debió ser anterior.


c) La sentencia recurrida (fs. 279) declara que el daño se produjo el día 7 de abril de 1989, remitiéndose a las constancias de publicación de los edictos (no ingresaré a considerar si tales edictos fueron bien o mal publicados, si transcurrió efectivamente el plazo que en ellos se fija o si los nombres allí consignados son los correctos). Por su parte, el actor asegura que tal afirmación es inexacta, incierta y errada, y abunda en consideraciones respecto del absurdo que achaca al pronunciamiento, para concluir en que no es la publicación lo que genera el daño, sino el acto que denomina de expropiación y el arrojo de los restos al osario común (ver fs. 309).


Después de lo dicho en los capítulos anteriores, no resulta difícil derivar en que asiste razón al recurrente.


El concepto absurdo, tal como ha ido elaborándose por esta Suprema Corte, hace referencia a la existencia, en la sentencia atacada, de un desvío notorio, patente o palmario de las leyes de la lógica o a una grosera desinterpretación material de la prueba producida (conf. causas Ac. 75.789, sent. del 23‑V‑2001; Ac. 78.318, sent. del 19‑II‑2002, entre otras). Y ello, por supuesto, debe ser eficazmente denunciado y demostrado por quien lo invoca (causa L. 67.515, sent. del 4‑V‑1999), extremos que considero cumplidos en este caso.


En la sentencia de Cámara (como antes ocurrió en la de primera instancia) pasa inadvertido cuál es el hecho auténticamente dañoso, atribuyendo tal condición a la publicación de los edictos, y haciendo que el plazo de la prescripción corra desde ese momento. Y con ello se constituye el absurdo: no siendo la publicación el acto ilícito (elemento indispensable para el reproche de responsabilidad), la fecha de la misma es irrelevante a los fines de aquel cómputo.


d) Queda por ver, a partir de los pocos elementos que obran en la causa, cómo se acredita, sino la fecha exacta, al menos la época de la toma de conocimiento del hecho dañoso, y si el plazo del que nos venimos ocupando se había cumplido al promoverse el juicio.


De todo lo aportado, tengo especialmente en cuenta la prueba instrumental y encuentro que la fecha más antigua surge de la presentación que hiciera el actor ante las autoridades municipales (a la que puedo dar por auténtica, atento a su aportación por ambas partes, a fs. 19 y 63): el día 3 de agosto de 1995 el señor Y.  aseguró haberse encontrado ‘recientemente’ con los hechos que luego originarían este juicio.


Esa presentación, tiene también otra virtud: la de suspender, en los términos del art. 3986, segundo párrafo, del Código Civil, el curso de la prescripción por el lapso de un año (esto es, la prescripción deberá contarse a partir del 3 de agosto de 1996). Ante ello, y tratándose de un caso de responsabilidad extracontractual (según expresé más arriba) el término de la prescripción se cumplía el 3 de agosto de 1998. Basta con verificar que el juicio se inició el 17 de febrero de 1998 (fs. 1 y 47), para concluir en que, a ese momento, la acción no se hallaba prescripta, y que el recurso es procedente.


III. Si mi postura es compartida, la sentencia recurrida deberá ser casada, remitiéndose las actuaciones a tribunal de origen para que, con nueva integración, se pronuncia sobre el fondo de las cuestiones debatidas, con costas.


Voto pues por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


Teniendo en cuenta que el tema en discusión se limita a determinar la fundabilidad de una defensa de prescripción, opuesta en los términos del art. 4037 del Código Civil (ver fs. 79), adhiero al voto del doctor de Lázzari.


Voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


1. Discrepo con los distinguidos colegas preopinantes, ya que a mi juicio el recurso no puede prosperar.


2. Ha reiteradamente sostenido esta Corte que la decisión relativa al punto de inicio de la prescripción es una típica cuestión de hecho, cuya evaluación corresponde en forma privativa a los jueces de grado y , por lo tanto, es requisito ineludible para su examen en casación que se demuestre la existencia de absurdo (Ac. 49.064, sent. del 27‑X‑1992; doct. Ac. 76.908, sent. del 28‑VIII‑2002; Ac. 82.923, sent. del 16‑VII‑2003; Ac. 83.006, sent. del 24‑III‑2004, entre muchas otras). 


Por su parte, también ha resuelto insistentemente que no constituye absurdo cualquier error, ni la apreciación opinable, sino el vicio lógico de razonamiento o la grosera desinterpretación material de alguna prueba; es menester para que se configure que las razones del sentenciante aparezcan como un dislate (Ac. 34.509, sent. del 22‑X‑1985; Ac. 46.322, sent. del 23‑V‑1995; Ac. 56.591, sent. del 27‑II‑1996; Ac. 84.210, sent. del 16‑VI‑2004, entre otros).


No encuentro verificado en el sub lite un yerro de la gravedad y patencia mencionadas.


3. La Cámara consideró que las frecuentes visitas del accionante al predio donde descansaran los restos de quien fuera su padre (circunstancia reconocida expresamente por el actor), impedían dar crédito a la versión del recurrente según la cual la toma de conocimiento de los hechos dañosos fuera recién en el año 1995.


Por el contrario, teniendo en consideración la indicada frecuencia en las visitas, consideró la alzada que el quejoso no pudo desconocer la remoción de los restos de su progenitor y la destrucción del sepulcro, operada en el año 1989. Como adelanté, no encuentro disparatada la conclusión aludida, que responde a una construcción presuncional habilitada por la ley al judicante (conf. art. 163 inc. 5, C.P.C.C.).


Asimismo, y respecto a este mismo tópico, vale señalar que entre las posturas contradictorias del demandante a las que se refiere el doctor de Lázzari (que señala esta actitud de la parte aunque no comparte el criterio que sostengo), se presenta la novedosa argumentación ‑recién incorporada al recurso extraordinario (v. fs. 308 vta. in fine/309)‑ según la cual existiría un deslinde temporal apreciable entre la notificación de la intimación al reacondicionamiento de la sepultura (publicación del año 1989, v. fs. 24 y 76) y la efectiva remoción de los restos, que alega operada recién en 1995, época en que iniciara el reclamo administrativo. Más allá de la oportunidad de la introducción de la alegación (que de por sí la marginaría de toda consideración en esta instancia), cabe señalar que el impugnante no precisa concretamente elemento alguno de prueba que permita avalar dicha tesitura (art. 279, C.P.C.C. y su doct.).


Ha resuelto este Tribunal que resultan ineficaces para habilitar la vía del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley las razones blandidas en la instancia extraordinaria que son, de un lado, fruto de una reflexión tardía y, del otro, insuficientes por no contener una crítica pormenorizada de las declaraciones del tribunal a quo, dejando sin réplica adecuada la conclusión definitoria del fallo recurrido (L. 87.670, sent. del 28‑VII‑2004).


4. Siendo entonces insuficiente el recurso para rebatir la conclusión de la instancia anterior relativa al dies a quo de la prescripción, carece de relevancia el análisis de factores suspensivos o interruptivos como la iniciación del expediente administrativo, ya que los mismos sólo podrían haber operado respecto de un plazo vigente.


5. Considero lo expuesto suficiente para dar mi voto por la negativa.


El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó también por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. Adhiero al voto de mi distinguido colega doctor Hitters, con las siguientes consideraciones adicionales. 


a. En su presentación de fs. 306/314, arguye el actor que yerra el tribunal a quo al afirmar que el retiro de los restos del difunto tuvo lugar en el año 1989 ‑fecha que juzga "inexacta, incierta y errada", sin ponderar que oportunamente denunció que formuló el pertinente reclamo administrativo "en el mismo momento en que toma conocimiento de que los restos que hay en la sepultura no son los de su padre ([en] agosto de 1995)" (v. fs. 308 vta. y ss.).


Tales agravios no son de recibo. 


De ninguno de los pasajes del escrito inicial surge el desconocimiento por parte del actor respecto a lo afirmado por la Municipalidad demandada en el marco del expediente administrativo nº 4059‑1699‑95, en donde se informó que luego de la publicación del último aviso cursado en el Diario La Verdad del día 5 de marzo de 1989 y vencido el plazo acordado a los fines de reacondicionar la sepultura operado el día 7 de abril del citado año, se retiraron los restos de su progenitor siendo depositados en la fosa común ‑circunstancias que reseña a fs. 36 y vta. y 37 vta.‑. Por el contrario, al momento de detallar los rubros indemnizatorios, en forma expresa, el actor reclamó "la repetición de la suma oblada por el actor al municipio en concepto derecho de sepultura por todo el período en que se vio frustrado, es decir entre abril de 1989 a junio del 2049" (v. fs. 41 vta. y 45 vta.).


Para más, en su presentación de fs. 50/53, afirmó que la indemnización pretendida en autos encuentra sustento en el obrar negligente de la Municipalidad "que pese a estar obligada a mantener los restos mortales del padre ... en la sepultura hasta el día 7 de junio del año 2049 ... en abril de 1989 los arrojó a un osario común" (v. fs. 50 y vta.). 


En adición, frente a la excepción de prescripción opuesta por el municipio demandado (v. fs. 78/80), el actor tampoco negó que aquel hecho se hubiera efectivizado en el año 1989, sin perjuicio de cuestionar la validez de la notificación cursada mediante edictos y de alegar su posterior conocimiento de lo sucedido que ubica en el mes de agosto de 1995 (v. fs. 82). 


Siendo ello así, los argumentos esgrimidos en esta instancia extraordinaria desconociendo la fecha en que se produjo el retiro de los restos de la sepultura e invocando la existencia de un prolongado lapso de tiempo entre la ya citada notificación y la efectiva remoción de los restos de su padre, no sólo son fruto de una reflexión tardía (cfr. C.S.J.N., "Fallos", 306:111; 307:770; 311:2247; 321:1052), resultando ‑por tanto‑ ineficaces para habilitar la vía intentada, sino que importan una contradicción con lo oportunamente afirmado por el propio actor.


b. Sentado lo anterior, deviene inaudible su queja sustentada en el conocimiento de aquel hecho que dice haber tenido recién durante el año 1995. 


Sobre el particular, la Cámara de Apelación sostuvo que "en materia de responsabilidad civil extracontractual, el principio general es que el comienzo del plazo de prescripción comienza a correr desde que se produce el hecho generador del daño, aunque se admite que por excepción puede igualmente comenzar desde que el damnificado hubiese tenido conocimiento del hecho y de sus consecuencias dañosas o desde que el mismo pudo ser razonablemente conocido por el perjudicado". 


Seguidamente, agregó que "de las constancias de autos surge que (artículo 384 del CPCCBA): 1- El daño se produjo con fecha 7 de abril de 1989 (fs. 24, 76, 77, 194); 2- El actor visitaba en forma periódica la tumba de su padre muerto (ver demanda a fs. 36 2do párrafo y prueba confesional a fs. 236 4ta. posición). Así, conforme lo expuesto por el actor tanto en su demanda como en los dichos de su confesión, surge que el mismo debió razonablemente tomar conocimiento del actuar (ciertamente descalificable y negligente) de la Municipalidad de Junín en el año 1989, en el cual se retiran los restos del difunto y se procede a la destrucción del sepulcro" (v. fs. 299 y vta.). 


Tal conclusión, aunque tachada de absurda por el recurrente, lejos está de evidenciar la existencia de un error palmario y fundamental a fin de autorizar la apertura de la casación para el examen de cuestiones de hecho y prueba (conf. Ac. 71.478, sent. del 16‑II‑2000; Ac. 71.709, sent. del 29‑II‑2000; conf. art. 279 del C.P.C.C.). 


2. No acreditadas, entonces, las violaciones legales denunciadas (art. 279, C.P.C.C.) ni el alegado absurdo, reitero mi adhesión al voto del doctor Hitters. 


Voto por la negativa. Con costas al recurrente vencido (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.). 


Los señores jueces doctores Kogan y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (arts. 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 
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